Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 40 minutos) 


-Vamos a comenzar a analizar el primer punto del Orden del Día, es decir, el proyecto de ley 
por el que se establecen normas tendientes a la convergencia técnica en materia de transparencia 
fiscal internacional. 


SEÑOR MICHELINI.- Habíamos quedado en realizar diversas consultas en las respectivas Bancadas 
y, en el caso del oficialismo, también con el Poder Ejecutivo. En primera instancia, luego de todo lo 
trabajado en la Cámara de Representantes con respecto al tema del Banco Central, de los acuerdos 
que después no se tradujeron en las correspondientes votaciones -aunque se habían hecho para 
avanzar sobre el tema- y dado que al registro no se lo quería en la Auditoría Interna de la Nación ni en 
la Dirección General Impositiva, pensamos que volver sobre nuestros pasos sin saber exactamente 
dónde lo vamos a ubicar y a veinticuatro horas de la votación en el Senado, no es conveniente. 


Además de esta aclaración queremos decir que, aunque el proyecto de ley ya está votado, 
estamos haciendo algunas correcciones -las plantearemos en Sala- que tienen que ver con los 
artículos 4%, 5% y 17. Vamos a plantear pequeñas modificaciones aclaratorias del texto en los artículos 
4 y 5%, pero en cuanto al artículo 17 y ante la insistencia del señor Senador Abreu y del propio señor 
Presidente de la Comisión con respecto al derecho de receso, hemos conversado en la Bancada y con 
el Poder Ejecutivo acerca de que, si bien dejamos el texto tal cual está -el que permite que con el 75% 
de las acciones no haya derecho de receso- agregaríamos un literal final que diría que si este cambio a 
acciones nominativas se hace antes del 31 de diciembre de este año -es decir, en los próximos meses, 
donde impactaría la ley y algunos dirían “prefiero que mi nombre esté dentro de la empresa y no en un 
registro”- no existe el correspondiente derecho de receso. Esto va en línea con que, en principio, desde 
el Poder Ejecutivo y la Bancada oficialista queremos estimular al máximo que todas las acciones 
terminen siendo nominativas cuanto antes, sin que esto sea obligatorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Podría repetir la explicación referida al último inciso del artículo 17, señor 
Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- En este momento no tengo el texto, pero lo voy a acercar a la Comisión un poco 
más tarde. De todas formas, cabe destacar que el artículo 17 de este proyecto de ley permite la 
transformación de las acciones al portador en nominativas o escriturales. Esto ha sido apoyado por 
todos nuestros visitantes e, incluso, se hizo una modificación al literal B) para que no fuera una 
declaración jurada stricto sensu, de tal forma que facilitara la mencionada transformación. Por lo tanto, 
en el inciso final se puso que con el 75% se puede cambiar de acciones al portador a nominativas sin 
derecho a receso. Este derecho implica que, cuando se modifican los Estatutos, los accionistas 
minoritarios puedan entender que el cambio no era lo pensado y decir: “me voy, cómprenme las 
acciones”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por la explicación, señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Con esto agregaríamos un estímulo adicional para que se cambien las 
sociedades de acciones al portador a acciones nominativas. En virtud de ese beneficio, si antes del 31 
de diciembre de este año la empresa, como consecuencia de esta ley, entiende que es más 
beneficioso tener acciones nominativas que al portador, con la mayoría de los accionistas -ya no el 
75%- podría hacer el cambio. Esto lo planteamos en el tiempo, ya que si alguien entiende que está 
perjudicado por la ley puede contar con una vía de cambio. Ahora bien, no mantenemos esa opción 
para el futuro porque dentro de dos años la persona ya se habrá registrado y, más allá de que se sienta 
perjudicada por la ley, no podrá desconocer que tuvo un tiempo para hacer el cambio sin derecho a 
receso. 


Los textos van a estar prontos para la tarde y, obviamente, se puede conversar al respecto si 
así se entiende necesario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que no se ha entendido bien el tema, ya que estamos dando un 
derecho negando el derecho. Está claro que hasta el 31 de diciembre no hay derecho a receso. 
Después de esa fecha, si el cambio de estatutos es inferior a la voluntad del 75% de los accionistas, 
hay derecho a receso; en cambio, si la voluntad de los accionistas representa el 75% del total o más, 
no habrá derecho a receso. 


SEÑOR MICHELINI.- El doctor Olivera dijo que lo mejor era que fueran nominativas, pero nosotros 
fuimos por otro camino, que es el de mantener la situación y la legislación actuales, dentro de lo 
posible, cumpliendo con el Fondo de Transparencia. El doctor Olivera y otras personas plantean que 
este registro es más nominativo que las acciones nominativas. Entonces, si alguien siente que le 
cambian las reglas de juego y quiere pasarse a acciones nominativas -en ese caso no está en el 
registro por ser la empresa la que tiene en su seno las acciones nominativas- puede hacerlo. Cuando 
lo hace, hay un cambio del Estatuto y las minorías pueden reclamar que le compren las acciones. En 
ese sentido, el artículo 17 dice que si está la voluntad del 75% no habrá derecho al reclamo de compra 
de acciones, o sea derecho a receso. Aquí se dijo -o al menos es lo que entendí- por parte del señor 
Senador Abreu y del señor Presidente, que había un cambio sustancial y que debía atenderse el hecho 
de que esas empresas iban a pasarse a nominativas y se estaba dando un poder a las minorías por un 
cambio legal del Estado uruguayo. Entonces, si el impacto se produce ahora, damos un estímulo 
adicional -porque además queremos que la mayoría se pase a nominativas- en el sentido de que no 
haya derecho a receso, es decir que los accionistas minoritarios no puedan pedir en virtud de esta ley - 
no hablamos de una reforma adicional del Estatuto- que se les compren las acciones, hasta el 31 de 
diciembre. Después de esa fecha creemos que quien no se pasó a nominativas ya se registró. Si ya lo 
hizo y dentro de dos o tres años quiere cambiarse -no por un cambio del Estatuto sino por la ley- le 
diremos que los efectos de la ley pasaron y se debe contar con un 75%. ¿Por qué digo esto? Porque 
no se nos puede invocar que hay un perjuicio cuando ya la persona tuvo la posibilidad de optar y no lo 
hizo. Estamos tratando de adicionar otro elemento que podrá o no compartirse, pero posee cierta 
racionalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mi juicio -lo digo con todo respeto- no se entendió el razonamiento en 
función del cual nosotros cuestionamos el artículo, porque la respuesta que nos traen es más grave 
que la redacción original. 


¿Cuál era el derecho que nosotros pretendíamos defender? No se le puede imponer, manu 
militari, determinadas definiciones a las minorías salvo que sea en cumplimiento de obligaciones 
establecidas por la ley. Me parece que la solución que se plantea es aún más grave, y el tema no pasa 
por discrepar o no con la misma. 


En este momento, el reclamo que hicimos se ve agravado con esta nueva redacción porque 
no se comprendió nuestro reclamo o porque ustedes consideran -aquí puede haber más de una 
opinión- que el sistema debe ser más duro. 


SEÑOR MICHELINI.- Pensé que tanto el señor Presidente como el señor Senador Abreu, estaban de 
acuerdo con lo que planteaba el doctor Olivera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros discrepamos con el doctor Olivera que, lisa y llanamente, planteó a 
la Comisión eliminar el derecho de receso, ante lo cual nosotros le dijimos que de esa forma se estaba 
desprotegiendo a las minorías. 


¿Cuál fue nuestra opinión? Si la ley obliga a que el régimen de la sociedad cambie de 
acciones al portador a nominativas, no hay derecho de receso. Pero en los casos en que los cambios 
son otros, hay que darle el derecho a la minoría de decir “no”; si la sociedad por sí y ante sí decide 
cambiar -no porque la ley la obligue sino que es su voluntad hacerlo- yo tengo el derecho de decidir si 
sigo o no. Ese es el razonamiento que nosotros hacíamos. 


SEÑOR MICHELINI.- El doctor Olivera y la Cámara de Comercio dijeron que en cumplimiento de la ley 
había que quitar el derecho de receso. Algunos entendieron -entre ellos me incluyo- que tanto el señor 
Senador Abreu como el señor Presidente concordaban con que en cumplimiento de la ley se quitara el 
derecho de receso. 


Ante cualquier cambio del estatuto -por ejemplo, el aumento de capital- el derecho de receso 
se sigue manteniendo en los términos en que lo determine la ley correspondiente. Solo se quitará en 
aquellos casos en que, sin cambiar los estatutos, se pase de sociedades anónimas al portador a 
sociedades nominativas, contando con el respaldo del 75% de las acciones. 


En el entendido de que lo planteado por la Cámara de Comercio, el doctor Olivera y algunos 
legisladores del Partido Nacional -ahora sé, señor Presidente, que estaba ante un error- era que debía 
quitarse el derecho de receso porque en este momento se producía un importante impacto de le ley, 
fue que agregamos un estímulo más. En función de que el doctor Olivera quería pasarlas directamente 
a nominativas, nos pareció que dar estímulos lograba cierto equilibrio sin aplicar manu militari. 


Es cuanto quería expresar. Si cometimos un error en la interpretación de sus palabras, señor 
Presidente, solicitamos las disculpas pertinentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senador Michelini anunció que se presentarían algunos cambios al 
proyecto, por lo que sería bueno ver los textos y, en todo caso, replantearle al Ministerio la verdadera 
objeción que formulamos porque, de pronto, esa Cartera la comparte. Entiendo que se debe proceder 
de esa forma; de no ser así, se estaría protegiendo a los capitales más fuertes. Por tanto, ¿en qué 
quedamos con este proyecto de ley? Entiendo que seguiría todo como está, salvo estas 
modificaciones. 


SEÑOR MICHELINI.- Esto ya estaba votado e ingresa mañana al Senado. Sí teníamos que informar 
sobre las consultas, las trasmitimos y en una hora u hora y media le estaríamos pasando los textos que 
intentaremos modificar en Sala a la Secretaría, para que se los envíe a los Senadores vía electrónica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero informar que realicé las consultas dentro de nuestro partido y si bien 
no tenemos una respuesta definitiva, no encontré mucho ambiente para el tema. 


A efectos de plantear otro asunto le cedemos el uso de la palabra al señor Senador Amorín. 


SEÑOR AMORÍN.- Quisiera proponer a la Comisión que se curse invitación al señor Ministro de 
Economía y Finanzas para que venga a explicar el punto de vista del Gobierno -dando su ángulo, que 
siempre es tan interesante- sobre la posición de Uruguay respecto de la propuesta Argentina de 
aumentar el Arancel Externo Común del Mercosur al 35%; tema sumamente importante. A veces 
debatimos asuntos que no tienen tanta importancia y, en este caso, me parece que el señor Ministro 
tendrá para dar una posición bien interesante, que deberíamos escuchar. Por tanto, si la Comisión está 
de acuerdo se debería proceder a invitarlo para que -naturalmente- concurra cuando pueda. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Muchas veces el planteo de solicitud de convocatoria de Ministros a Sala, por 
distintas circunstancias, se realiza en el Senado, pero siempre hemos sostenido que -más allá de que 
se trata de un derecho que nadie desconoce de quienes cuentan con los votos necesarios para realizar 
la convocatoria- consideramos conveniente el pase previo por las Comisiones para tener un ámbito de 
trabajo con menos televisión. Si, luego de esa instancia, las exposiciones realizadas por quienes han 
sido convocados no resultaran satisfactorias, se consideraría el pase al seno del Senado. Es por ello 
que apoyamos con mucha convicción la propuesta del señor Senador Amorín. Entendemos que se 
trata de temas de relevancia y es conveniente escuchar la posición del Ministro. Sin embargo, no sé si 
no sería bueno que también concurriera el señor Ministro de Relaciones Exteriores, por tanto, lo dejo 
planteado como una inquietud. 


SEÑOR AMORÍN.- Si se quiere extender la invitación al señor Ministro de Relaciones Exteriores, no 
tendría inconveniente. 


SEÑOR TAJAM.- La propuesta me parece oportuna pero, en lo personal, la fundamentaría en torno a 
las definiciones de política exterior con relación al Mercosur y, si se quiere, también vinculada a la 
cuestión arancelaria. Digo esto porque la reunión que se va a hacer en el ámbito del Mercosur no es 
porque Argentina haya planteado el 35%, sino que obedece al tema específico. Considero que eso es 
más importante porque a esta altura tampoco hay una definición de propuesta sobre si los planteos son 
respecto al Arancel Externo Común generalizado o sobre una determinada cantidad de productos. Por 


lo tanto, si el señor Senador Amorín está de acuerdo, me gustaría ubicar el tema en ese contexto más 
general. 


SEÑOR AMORÍN.- No tengo inconveniente en que se trate concretamente el tema del Arancel Externo 
Común y que se ponga en el contexto de la situación regional porque considero que esto es algo muy 
importante para nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Abreu también planteó, en la última sesión, la intención de 
convocar a los Ministros de Economía y Finanzas y de Industria, Energía y Minería por temas 
vinculados a la importación. En consecuencia, consulto si están de acuerdo en hacer una convocatoria 
conjunta. 


(Intervención del señor Senador Abreu que no se escucha) 
-Habría que ver por cuál de los temas convocamos primero. 


Se podría invitar en forma conjunta a los señores Ministros de Economía y Finanzas y de 
Industria, Energía y Minería para escuchar su opinión sobre el tema automotor y luego pediríamos que 
se quede solamente el señor Ministro de Economía y Finanzas para hablar especificamente del tema 
que plantea el señor Senador Amorín. 


(Intervención del señor Senador Abreu que no se oye) 


-También consulto sobre la propuesta del señor Senador Baráibar en el sentido de convocar, 
además, al señor Ministro de Relaciones Exteriores. 


La Comisión pasa a un breve cuarto intermedio hasta tanto lleguen los invitados. 
(Así se hace) 


(Ingresan a Sala el señor Ernesto Murro, Presidente del Banco de Previsión Social; los asesores, 
economista Martín Vallcorba y doctor Félix González, y la licenciada Elena Clavell, Directora del 
Sistema Nacional Integrado de Salud) 


-Damos la bienvenida a la delegación que ha sido convocada para considerar el proyecto de 
ley mediante el cual se incorporan nuevos colectivos al Sistema Nacional Integrado de Salud. 


SEÑOR MURRO.- Agradezco especialmente la oportunidad de comparecer ante la Comisión de 
Hacienda del Senado que cuenta con tan amplia representación parlamentaria de los distintos sectores 
políticos. De alguna manera, también esta representación colectiva con integrantes del Ministerio de 
Economía y Finanzas, de la Junta Nacional de Salud, del Ministerio de Salud Pública y de la 
Presidencia del Banco de Previsión Social obedece a la forma interinstitucional en que estamos 
trabajando, para llevar adelante estas nuevas etapas de avance en el Sistema Nacional Integrado de 
Salud. 


En primer lugar, agradecemos y reconocemos a los señores Senadores, como 
oportunamente lo hicimos con los señores Diputados, el rápido tratamiento que se le ha dado al 
proyecto de ley modificativo del Sistema Nacional Integrado de Salud, teniendo en cuenta la extensa 
tarea que desempeñan. 


(Ingresa a Sala el doctor Julio Venegas, Ministro de Salud Pública, y el asesor, señor Santiago Pérez) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda da la bienvenida al señor Ministro de Salud Pública 
y a su asesor, a quienes expresamos que recién comenzamos con el informe que, sobre este proyecto 
de ley, está realizando el señor Presidente del Banco de Previsión Social. 


SEÑOR MURRO.- Como venía diciendo, queremos manifestar nuestro reconocimiento y 
agradecimiento a los señores Senadores, a la Comisión de Hacienda y, particularmente, a la Cámara 
de Representantes, por el rápido tratamiento que se le está dando a este proyecto de ley modificativo 
de la Ley N* 18.731 y otras normas concordantes. Nos consta que estamos planteando temas 
importantes, con un alto impacto social, que significan mejoras en este proceso de aprendizaje, como 
ha sido la reforma que se viene implantando desde el año 2007 en el área de la salud. Por tanto, ante 
el hecho de que hayan considerado con tanta dedicación y premura temas de esta magnitud, no 
podemos menos que reconocerles la responsabilidad y profesionalidad con que actúan. 


Este tema tiene que ver, fundamentalmente, con que el próximo domingo 1* de julio 
ingresará al Seguro Nacional de Salud un colectivo muy importante y sensible para nuestra sociedad. 
Concretamente, me refiero a la incorporación de 190.000 jubilados y pensionistas. Algunas normas 
modificativas que están incluidas en el proyecto de ley a consideración de los señores Senadores 
mejoran la normativa vigente en base al aprendizaje que hemos tenido en estos cuatro años y facilitan 
el acceso -aclaro que voy a referirme a uno de los temas y luego los demás integrantes de la 
delegación, el señor Ministro y los representantes de la Junta Nacional de Salud y del Ministerio de 
Economía y Finanzas hablarán sobre otros puntos de la iniciativa- de 190.000 jubilados y pensionistas 
que, repito, está previsto para el próximo domingo. Ahora bien, para mejorar y favorecer el ingreso son 
necesarias estas normas modificativas que han sido aprobadas con rapidez -cosa que reconocemos- 
por la Cámara de Representantes. 


En este colectivo de hasta 190.000 jubilados y pensionistas hay dos grandes grupos. Uno de 
ellos cuenta actualmente con cobertura privada de salud, ya sea porque la persona paga la cuota 
mutual de su bolsillo o se ha hecho cargo de ello algún familiar; este grupo abarca hasta 160.000 
personas sin límite de edad ni de ingresos. El otro grupo es menor, aunque también importante; 
comprende alrededor de 30.000 personas que ahora no tienen cobertura privada de salud. Este es uno 
de los colectivos que se van a incorporar gradualmente al sistema, tal como se ha ido haciendo desde 
el año 2008 y se continuará hasta el 2016. Reitero, se trata de personas que no tienen cobertura 
privada de salud, son mayores de 74 años y perciben pasividades menores a $ 7.251, que hoy 
equivalen a tres Bases de Prestaciones y Contribuciones. 


La estimación primaria -podremos ver los resultados en los próximos días- es que se va a 
duplicar la cantidad de jubilados que hoy están comprendidos en el Seguro Nacional de Salud. En la 
actualidad, en el seguro de salud hay 152.000 jubilados: aproximadamente 50.000 ingresaron por la 
Ley N* 16.713 entre 1997 y 2007 y cerca de 100.000 accedieron al Sistema Nacional Integrado de 
Salud en el año 2008. Estimamos que, dado que existe la posibilidad de opción o de renuncia, esa cifra 
se duplicará, es decir que ingresarán entre 140.000 y 150.000 jubilados y pensionistas. Estos últimos 
lo harán por primera vez porque hasta ahora no habían tenido la posibilidad de acceder al seguro de 
salud. Por lo tanto, en los próximos días se estaría duplicando el número de jubilados y pensionistas 
incluidos en el sistema. 


SEÑOR TAJAM.- El proyecto de ley hace mención al artículo 1% de la Ley N* 18.731, que a través 
de un cronograma establece, en el literal A), el ingreso de jubilados y pensionistas mayores de 74 años 
de edad a partir del 1* de julio de 2012 y, a continuación, dispone sucesivos ingresos según su edad y 
sus ingresos. ¿Los 190.000 jubilados comprenden a todos los que se incluyen en el cronograma? Me 
parece importante conocer este dato. 


SEÑOR MURRO.- Nos hemos referido a los jubilados que ingresan a partir del 1? de julio de 2012. 
Hablamos de una cifra de hasta 190.000 porque hay quienes pueden optar o renunciar. La estimación 
primaria supone que efectivamente ingresarán entre 140.000 y 150.000, o sea que se duplicará el 
número de personas ya comprendidas en el sistema. Como ya mencioné, los 190.000 que ingresan el 
1? de julio se dividen en dos grupos; esto es lo que trataba de decir. Seguramente no me expliqué 
adecuadamente; intentaré hacerlo mejor. Por un lado, hay un grupo de hasta 160.000 que son los que 
tienen una cobertura de salud pagada de su propio bolsillo o por familiares y para ellos no hay límite 
de edad ni monto de prestaciones y, por otro, un grupo de aproximadamente 30.000 con más de 74 
años, que no tienen cobertura privada de salud y cobran menos de $ 7.251, o sea, tres Bases de 
Prestaciones y Contribuciones. Estos son los dos colectivos que ingresan el 1* de julio de 2012. 


En la etapa que se avecina estaríamos duplicando la cantidad de jubilados y agregando a 
los pensionistas al sistema, ya que hoy tenemos 152.000 ingresados al Seguro Nacional de Salud y, de 


cumplirse las estimaciones -veremos qué dice la realidad- estaríamos llegando a los 300.000. Es 
importante destacar que al día de hoy el Seguro Nacional de Salud comprende 1:900.000 personas y 
con este ingreso estaríamos superando los 2:000.000, en el marco del proceso hacia el 2016 porque, 
como ya saben, desde el origen de la Ley N*18.211, la Ley N* 18.731 y normas concordantes, el 
objetivo es la universalidad del sistema. Por ejemplo, está previsto que en el mes de diciembre ingrese 
un colectivo de cónyuges y concubinos. Está previsto un cronograma semestral de ingresos de 
distintos colectivos que se irán incorporando al sistema. 


Otro de los temas que expresamente queremos destacar es que el sistema tiende a ser 
cada vez más justo, universal y solidario; el caso del ingreso de jubilados y pensionistas es, 
claramente, un ejemplo de solidaridad. Los jubilados y pensionistas van a aportar de sus pasividades 
aproximadamente $ 1.200:000.000 y la inversión necesaria para lograr la cobertura de este colectivo 
que ingresa el 1* de julio supera los $ 4.000:000.000. 


La diferencia se cubre con el Fondo de Solidaridad aportado por quienes tenemos mayores 
ingresos, con otro aditivo importante -nos interesa destacarlo porque este ha sido un tema de relativa 
consideración pública en los últimos días- que es que la gran mayoría de los 190.000 que ingresan al 
Seguro Nacional de Salud ya están en el sistema, o sea, hay 160.000 que ya están pagando la cuota 
mutual de su bolsillo o por parte de sus familiares, por lo que para el sistema mutual no son nuevos 
ingresos y los prestadores privados de salud se van a ver beneficiados con un incremento en el monto 
de las cápitas que perciben por estas personas. Los jubilados y pensionistas van a pagar menos y los 
prestadores de salud recibirán más. Esa diferencia será cubierta solidariamente por el financiamiento 
del sistema. 


SEÑOR RUBIO.- Quizás por el perfil de edad y sexo que tiene este colectivo, la cápita sea superior al 
promedio de la cuota mutual. 


SEÑOR MURRO.- Seguramente esto lo puedan explicar mejor mis compañeros de delegación, pero 
señalo que las cápitas están establecidas por edad y sexo. Por ejemplo, se paga más por los niños y 
las personas mayores de 65 años que por un trabajador de entre 20 y 50 años. En este caso, el propio 
sistema establece -reitero que esto lo pueden explicar mejor mis compañeros de delegación- que para 
las instituciones prestadoras de salud se va a pagar una cápita mayor por este colectivo que la cuota 
mutual individual que estas personas están pagando hoy. 


En el proyecto de ley a consideración hay dos aspectos que nos interesa destacar 
particularmente por la estrecha relación que el Banco de Previsión Social tiene con los jubilados y 
pensionistas. Me refiero a los artículos referidos al tope del 25% de descuento en la pasividad, que 
beneficia a los jubilados y pensionistas de menores recursos que ingresen al seguro. Hoy no está 
previsto un tope, por lo cual podría darse la contradicción de que la persona estuviera pagando una 
cuota mutual de su bolsillo o el de un familiar y ahora comience a pagar menos, como efectivamente 
ocurrirá. Este colectivo pagará menos por la cuota mutual mensual, gozará de beneficios en órdenes, 
tiques y demás como consecuencia de su ingreso al Seguro Nacional de Salud, y tendrá un descuento 
importante en su pasividad. Para favorecer a los jubilados y pensionistas de menores recursos, el 
proyecto de ley establece que el tope de descuento en la pasividad no podrá superar el 25%. 


El otro artículo que nos interesa destacar particularmente, sin perjuicio de los otros temas que 
desarrollarán el señor Ministro y demás integrantes de la delegación, tiene que ver con la opción de 
aquellos que ganan menos de 2,5 Bases de Prestaciones y Contribuciones -o sea, menos de $ 6.043- 
de ingresar o no al sistema. Teniendo en cuenta las características socioeconómicas de este colectivo, 
esta es una modificación que nos parece importante introducir. 


Agradecemos al Senado, como en su momento lo hicimos en la Cámara de Representantes, 
la disposición que ha tenido para abordar el tema, pues reconocemos -y nos consta- que estamos ante 
un proyecto de ley con diversos artículos y los tiempos de que se dispone son escasos. De todas 
formas, tanto los señores Senadores como nosotros estamos trabajando para que este proyecto de ley 
sea aprobado con la mayor prontitud posible, pues al poner en marcha el sistema de gestión el próximo 
1? de julio, si ya fue aprobada la norma que establece el tope del 25%, la aplicaremos. En definitiva, si 
está aprobada la opción de ingreso para el colectivo que gana menos de 2,5 BPC, la aplicaremos. 
Entonces, si tenemos en cuenta esta normativa ya aprobada, estaríamos favoreciendo y facilitando el 


ingreso -de modo que todo el sistema de afiliación al seguro de salud, es decir, los aproximadamente 
medio centenar de prestadores, las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva, los seguros privados 
integrales y la propia ASSE estén conectados en línea en todo el país con el Banco de Previsión 
Social- y la opción de estos sectores para el próximo 1% de julio. Por ello, reitero, nuestro 
reconocimiento y agradecimiento al Parlamento por la rapidez con que ha encarado el tema, de 
manera que todos podamos colaborar en establecer modificaciones importantes, sin perjuicio de otras 
que están incluidas en el resto del contenido del proyecto de ley. 


SEÑOR MINISTRO.- Hago mías las palabras del Presidente del Banco de Previsión Social, tanto a 
nivel numérico como conceptual. Este es un proyecto de ley sumamente importante y quisiera reafirmar 
algunos números que creo que están dichos. El concepto fundamental acá es que el Sistema Nacional 
Integrado de Salud es gradual y progresivo, es decir, las incorporaciones que se han hecho desde el 
año 2007 -momento en que se aprobó la ley- hasta el momento actual han sido graduales y 
progresivas. El ingreso al Fondo Nacional de Salud también permite dos variables que actualmente 
estaban en la discusión del sistema. Por un lado, permite la permanencia de por vida en un seguro de 
salud -aspecto importante- de nuestra población de jubilados y pensionistas y, por otro, que no sea 
una población discriminada, muchas veces, por el índice de su patología de peso. ¿A qué me refiero 
con esto? A que, muchas veces, cuando un jubilado o pensionista -de acuerdo a su edad cronológica- 
tenía determinadas manifestaciones a nivel de su salud, no se le permitía ingresar al sistema. Este es 
un elemento sustancial que nos hace ver no solamente que este sistema sea solidario 
intergeneracionalmente, sino que también apunte a toda la población que ha trabajado en el país, que 
es una población altamente importante. En este sentido, quiero decir que vamos a ir mucho más lejos 
de lo que llegamos hasta el momento. Las proyecciones que tenemos para el año 2030 es que las 
personas mayores de 60 años van a ser más o menos un tercio de nuestra población, es decir que 
vamos a tener un millón de personas que van a tener características de adulto o adulto mayor. Por lo 
tanto, también tenemos que tener una visión a mediano y largo plazo respecto a esta situación, pues 
no es un tema menor. En este sentido, reafirmo los datos que ha dado el Presidente del Banco de 
Previsión Social y creo que las preguntas con respecto a quiénes pagan más y quiénes menos deberán 
ser respondidas por los economistas de nuestro equipo y del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR TAJAM.- Haciendo un relevamiento de la temática nueva que se presenta en el proyecto de 
ley con respecto a lo ya incorporado en la normativa vigente, he anotado algunos temas como, por 
ejemplo, el tope del 25% del ingreso -que hoy no está previsto- y la opción, para aquellos que ganan 
menos de 2,5 BPC, que es de aproximadamente $ 6.000. Con respecto al tema de la exclusión de las 
pasividades de militares y policiales, me queda la duda -aunque creo que es así- de si es una nueva 
incorporación o simplemente se reafirma en cada una de las menciones que se establecen en el 
artículo 1%. Es evidente que los titulares de esas pasividades no están integrando el sistema de salud. 


Quiero señalar que, para nosotros, es muy importante poner énfasis en los temas nuevos 
que se agregan al proyecto de ley. Me refiero, concretamente, a la exclusión de la pensión reparatoria, 
cuya fundamentación parecería que está avalada, en primer lugar, por el tipo de pensión de que se 
trata y, en segundo término, porque por un decreto -que en este momento no recuerdo bien- sus 
beneficiarios tienen asegurada la atención gratuita por parte de ASSE. 


Estos son los temas que he relevado como nuevos y no sé si no me ha quedado alguno en 
el “tintero”. 


SEÑOR VALLCORBA.- Con respecto a la consulta del señor Senador Tajam, quiero señalar que la Ley 
N* 18.731 excluía -desde el comienzo, en el propio artículo 1*- a los retirados y pensionistas de los 
Servicios de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas y de la Dirección Nacional de Asistencia 
Social Policial. Por lo tanto, esos jubilados no eran alcanzados por el contenido de la ley. No obstante 
ello, en el artículo 3% del proyecto de ley que está a consideración del Parlamento, se introduce una 
modificación que alcanza a este colectivo porque, si bien estaban excluidos de la redacción original de 
la Ley N* 18.731, cuando existían casos de múltiples jubilaciones -es decir, cuando un jubilado o 
pensionista policial o militar, al mismo tiempo, era jubilado o pensionista del Banco de Previsión Social 
o de alguna Caja paraestatal- de ella surgía que tenían que aportar sobre los ingresos por la jubilación 
policial o militar. En el artículo 1% del proyecto de ley se modifica la redacción original del artículo 3" de 
la Ley N* 18.731, excluyendo, a todos los efectos del aporte, los ingresos por jubilaciones y pensiones 
de policías y militares. Ellos estaban excluidos pero, por la redacción original, existía la posibilidad de 
que si había múltiples ingresos por jubilaciones y pensiones, también alcanzara a esos ingresos. Esa 


es la modificación que se introduce en el artículo 1% del proyecto de ley, además de lo que ya ha 
comentado el Presidente del Banco de Previsión Social respecto al tope del 25% y a la opción para 
aquellos que tienen ingresos menores a 2,5 BPC. 


Atendiendo a la consulta del señor Senador Tajam, quisiera hacer algún comentario sobre 
alguna otra modificación que se introduce en el proyecto de ley, que nos parece importante destacar. 


El artículo 16 del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes establece una 
modificación al segundo inciso del artículo 4” de la Ley N* 18.731. Esta ley preveía que en el caso de 
aquellos jubilados y pensionistas que contaban con cobertura mutual e ingresaban a partir del próximo 
1? de julio, todo el régimen de pago a las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva se regía por un 
cronograma de gradualidad que, en la comparación entre la cuota promedio del sistema y la cápita, 
establecía porcentajes crecientes de 20%, 40%, 60% 80% y 100%. Ese esquema gradual alcanzaba 
también al pago por metas asistenciales. 


Por su parte, el proyecto de ley que está a consideración del Parlamento modifica este 
criterio de pago y establece que para el componente de metas asistenciales el pago se realizará por el 
100% desde el primer momento, es decir, desde que se ingresa al Fonasa. De alguna manera, se 
intenta corregir una diferenciación que había quedado plasmada en la Ley N* 18.731; recordemos que 
a aquellos jubilados y pensionistas que no contaban con cobertura mutual se les abonaba el 100% del 
componente “meta” y este colectivo entraba en esa gradualidad, cuando desde un primer momento las 
instituciones estaban obligadas a cumplir con las metas asistenciales definidas por la Junta Nacional 
de Salud. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Esto tiene un costo? 


SEÑOR VALLCORBA.- Sí, señor Senador. Tiene un costo transitorio porque estaba previsto que el 
régimen de pagos convergiera al 100% en el año 2016 y ahora estamos adelantando ese pago. En los 
primeros doce meses, a partir del 1* de julio de 2012 -para tener una estimación en base anual- esta 
modificación tiene un costo de aproximadamente US$ 6:800.000, cifra que de alguna manera se va 
reduciendo hasta tener costo cero en el año 2016. 


SEÑOR RUBIO.- No sé si entendí bien. ¿Esto incluye al colectivo de los que tienen afiliación a las 
Instituciones de Asistencia Médica Colectiva a través de cuotas mutuales? 


SEÑOR VALLCORBA.- Correcto, señor Senador. Incluye a quienes abonaban una cuota individual o 
colectiva. 


SEÑOR RUBIO.- Según lo que había comprendido estudiando la situación anterior, se estimaba un 
promedio de costo de las cuotas -incluyendo todo, o sea el aporte al Fondo Nacional de Recursos y 
demás- y el aporte a realizar de acuerdo con la ley, para después, sobre la diferencia entre uno y otro 
estimativo, operar una deducción que en el primer año era de un 20%, luego de un 40% y así 
sucesivamente hasta llegar al 100%. ¿Cuál es la modificación con respecto a este cronograma en lo 
que se refiere a las metas asistenciales? 


SEÑOR VALLCORBA.- En realidad -como bien dice el señor Senador Rubio- el esquema preveía en 
primer lugar tomar como referencia el promedio de las cuotas individuales y colectivas del sistema. 
Respecto de ese promedio existían dos procesos graduales; uno de ellos estaba relacionado con el 
aporte de los beneficiarios, de las personas que se incorporaban, que convergía gradualmente desde 
esa cuota promedio hasta el aporte correspondiente del 4,5%, del 3% o del 6%, dependiendo de los 
ingresos y de la composición del núcleo familiar, acercándose a un 20% por año a ese valor. Por otro 
lado estaba definido el régimen de pago a las instituciones, que también partía del promedio y se 
acercaba al valor de la cuota salud, nuevamente a razón de un 20% por año. La cuota salud tiene dos 
componentes: uno que es el de la cápita, en función de la edad y el sexo del usuario o beneficiario, y 
un componente de metas que se paga en función del grado de cumplimiento de las metas definidas por 
la Junta Nacional de Salud. 


El proyecto original comparaba la cuota promedio del sistema, la individual y la colectiva, con 
esa cuota salud y se iba aproximando a razón de 20% por año. Lo que se está proponiendo ahora es 
que ese cronograma de convergencia refiera exclusivamente a la cápita y que el componente meta que 
forma parte de la cuota salud quede por fuera de ese cronograma y se abone por el 100% en el 
momento del ingreso. De alguna manera, existe obligación de dar cumplimiento a esas metas por el 
total del colectivo. Ese fue el fundamento por el que se propone reconocer el pago del 100% desde el 
momento del ingreso. 


Otro artículo que quería comentar, atendiendo al planteo del señor Senador Tajam, es el 17 
del proyecto aprobado en la Cámara de Representantes que faculta al pago de una sobrecuota de 
inversión, que tiene como destino el cofinanciamiento de proyectos de inversión que desarrollan las 
Instituciones de Asistencia Médica Colectiva. El fundamento de esta modificación tiene que ver con 
cómo es el esquema de financiamiento que tiene actualmente el Seguro Nacional de Salud en la 
determinación de las cápitas y metas. En la determinación de las cápitas, cuando se definió su valor se 
tuvo en consideración, como uno de los costos de las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva, el 
costo de la amortización del conjunto de los equipamientos. Por lo tanto, en la medida en que se 
computó el costo asociado a la inversión de reposición, esa cuota parte de inversión está financiada a 
través de las cápitas que tienen que ver con el desgaste del equipamiento y de los inmuebles. 


Por otra parte, existía un déficit en cuanto al esquema de financiamiento previsto para el 
funcionamiento del Seguro Nacional de Salud en lo que respecta a las inversiones incrementales, que 
se pueden originar en nuevas prestaciones. Por ejemplo, podemos pensar en lo que fue en su 
momento la incorporación de la salud mental, que requería de nuevas inversiones por parte de las 
instituciones. También se puede hablar de las inversiones incrementales que se originan en 
modificaciones en el régimen de trabajo, como cuando se pasó de atender 6 pacientes por hora a 
atender 5 y luego 4. Eso requiere inversiones adicionales en materia de infraestructura para poder 
atender las consultas de los usuarios. Este es un caso típico de inversión incremental que no está 
contemplada en la inversión de reposición. Asimismo, puede haber elementos de inversión incremental 
asociados al aumento de la masa de afiliados. 


De manera que esos componentes de inversión incremental no estaban teniendo un 
adecuado financiamiento por parte del Fonasa y es por ese motivo que en el artículo 17 del proyecto 
aprobado por la Cámara de Representantes se incorpora la sobrecuota de inversión. Al mismo tiempo, 
esto incluye una serie de elementos de diseño que intentan optimizar el destino de estos recursos, 
atendiendo en última instancia lo que es el mejor funcionamiento del sistema y la mejora en la calidad 
asistencial y de las prestaciones que reciben los usuarios. 


Por lo tanto, los proyectos a ser financiados tienen que ser previamente presentados y 
aprobados por el Ministerio de Salud Pública en lo que tiene que ver con la lógica y las prioridades 
asistenciales que el Ministerio establece en su rol de policía sanitaria, también aprobadas tanto por esa 
Cartera como por el Ministerio de Economía y Finanzas en los aspectos que tienen que ver con la 
viabilidad económica y financiera de los proyectos. Ese es un primer elemento. 


Un segundo elemento de diseño tiene que ver con el hecho de que no se financia el cien por 
ciento del costo de los proyectos de inversión, sino que las propias instituciones tienen que contribuir 
con financiamiento genuino para su concreción. 


Otro importante elemento de diseño tiene que ver con que la sobrecuota de inversión no es 
permanente sino que tiene previstos momentos de discontinuidad para que, de alguna manera, no se 
transforme en un componente permanente del financiamiento de las instituciones, lo que en el pasado - 
cuando también existió una sobrecuota inversión- fue uno de los problemas porque terminó 
desvirtuando el destino original de la sobrecuota. 


A nuestro juicio, este es un aporte importante que permitirá mejorar sustancialmente el 
funcionamiento del sistema. Me adelanto a afirmar -seguramente, se nos consultará al 
respecto- que se trata de otro de los componentes que tienen un costo fiscal que, según nuestras 
estimaciones, se ubica en alrededor de los US$ 35:000.000. Aclaro que esto se implementaría a partir 
del próximo año. En última instancia, el costo fiscal dependerá de la cantidad efectiva de usuarios que 
se incorporen al Fonasa. Cabe destacar que los elementos a que hicieron referencia el Ministro de 


Salud Pública y el Presidente del Banco de Previsión Social también influirán en el costo final de esta 
sobrecuota. 


Asimismo, me interesa resaltar los artículos 3% y 4% del proyecto de ley a consideración, que 
intentan clarificar un concepto que ya estaba previsto en las Leyes Nos. 18.731 y 18.732, relativo a 
cómo se computan los aportes realizados por quienes contaban con cobertura de las Cajas de Auxilio 
o del Fondo Sistema Notarial de Salud. En el régimen de transición previsto por dichas leyes, los 
aportes se vuelcan a las Cajas de Auxilio o al Fondo Sistema Notarial de Salud. Los señores 
Senadores recordarán que estas leyes previeron un régimen de transición a través del cual parte de los 
aportes que debían realizarse al Fonasa, en realidad se volcaban a las Cajas de Auxilio y al Fondo 
Sistema Notarial de Salud para, de alguna manera, facilitar la transición del ingreso de estos colectivos. 


Por lo tanto, los artículos del proyecto de ley a consideración prevén que estos aportes, cuyo 
destino es financiar otras prestaciones que no son las que brinda el Seguro Nacional de Salud, no sean 
computados a los efectos de la devolución prevista en la Ley N* 18.731, que refiere al exceso de 
aportes. Esta ley preveía que se realizara una comparación entre los aportes que los beneficiarios 
realizaban al Seguro Nacional de Salud -financiado por el Fonasa- y los beneficios que recibían por 
dicho seguro y, de alguna manera, establecía una equivalencia razonable entre los aportes y los 
beneficios recibidos por dicho Seguro. 


Reitero que en la medida en que, durante este período de transición, parte de los aportes de 
las Cajas de Auxilio y del Fondo Sistema Notarial de Salud no se vuelcan al Fonasa sino a otras 
prestaciones adicionales que reciben estos colectivos, se entendió que no correspondía computar 
dichos aportes a los efectos de la devolución. Eso es lo que se prevé en los artículos 3" y 4”. 


A mi juicio, esos eran los aspectos más importantes del proyecto de ley a consideración. 


SEÑORA CLAVELL.- Con respecto a la consulta sobre la Pensión Especial Reparatoria, debo decir 
que hubo que hacer una precisión en la ley porque había diferentes interpretaciones en cuanto a si 
constituía materia gravada por ser una prestación que paga el Banco de Previsión Social. Se entendió 
que en este caso no correspondía, ya que no se trata de una prestación de seguridad social y, por lo 
tanto, no constituye materia gravada a estos efectos. 


Por otra parte, con el aditivo introducido en la Cámara de Diputados, haciendo referencia a 
la ley especial, queda claro que tienen una cobertura de salud especial mucho más amplia que la que 
aporta el Fonasa y que esa prestación la brinda la Administración de Servicios de Salud del Estado. Se 
entendía necesario que eso quedara claro en este proyecto de ley. 


Si se me permite, quisiera referirme a los artículos que van del 6* al 11 del proyecto de ley 
que lo que hacen es aclarar la interpretación de cómo constituyen materia gravada las prestaciones 
compensatorias que brindan las Cajas de Auxilio y el Fondo Notarial de Salud. Al cambiar el régimen 
de trabajo de esas instituciones, a partir de la Ley N* 18.731 y la Ley N* 18.732, se las asimila al 
régimen general y todas sus prestaciones por enfermedad, incapacidad u otras también quedan 
gravadas por el Fondo Nacional de Salud, así como las prestaciones que brinda el Banco de Previsión 
Social. De esa manera, todos los subsidios por incapacidad, enfermedad, maternidad, etcétera, que 
brindan las diferentes Cajas, como la Notarial, la de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios o las Cajas de Auxilio, quedan gravados de la misma forma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las delegaciones de los Ministerios de 
Economía y Finanzas y de Salud Pública y del Banco de Previsión Social por el asesoramiento. 


(Se retiran de Sala los representantes de los Ministerios de Economía y Finanzas y de Salud Pública y 
del Banco de Previsión Social) 


-Continúa la consideración del proyecto de ley sobre la incorporación progresiva de nuevos 
colectivos al Seguro Nacional de Salud. 


Correspondería pasar a la votación de sus artículos. 


SEÑOR MICHELINI.- Este proyecto de ley tiene que entrar en vigencia antes del 1* de julio, pero hay 
ciertos problemas con respecto a algunas referencias, sobre todo en un artículo. En caso de que el 
Senado le hiciera alguna modificación, esta iniciativa tendría que volver a la Cámara de 
Representantes, pero no tenemos la certeza de que el Plenario de ese Cuerpo se reúna el próximo 
jueves, aunque estamos haciendo consultas en ese sentido. 


Considero que lo mejor sería que la Comisión votara el proyecto de ley tal cual vino de la 
Cámara de Representantes y que la Secretaría tuviera preparadas las propuestas de modificación de 
artículos para el caso de que el Plenario de ese Cuerpo efectivamente se reúna el jueves. Hago este 
planteo porque si esta Comisión vota las modificaciones propuestas pero la Cámara de 
Representantes no se reúne, estaríamos ante un lío mayúsculo porque tendríamos que volver al texto 
original, lo que no nos parece adecuado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuáles son los problemas? 


SEÑOR MICHELINI.- En el inciso tercero después del literal E) del artículo 1%, a una referida hay que 
agregar “5 de diciembre de 2007”. 


Los artículos 3" y 4” también tienen referidas a la fecha de la Ley N* 18.731. En 
algún caso no se incluyó porque era sobreabundante, ya que se nombra la ley permanentemente. 


Al final del artículo 6%, luego de mencionar el artículo 61 habría que agregar: “en la redacción 
dada por los artículos 11 y 16 de la Ley N* 18.731, de 7 de enero de 2011”. Esta sería la modificación 
más complicada, porque las otras tienen que ver con referencias de fechas que en el proyecto de ley 
son citadas en algunos momentos y no en otros. 


Entonces, la primera decisión que debe tomar la Comisión es si por la modificación del artículo 
6.” el proyecto de ley vuelve a la Cámara de Representantes. En caso que así se decidiera, habría que 
saber si será convocada porque, en su defecto, sería preferible aprobarlo como está porque el lío es 
mayúsculo. 


SEÑOR RUBIO.- Creo que había sido aclarado en la Comisión respectiva de la Cámara de 
Representantes, pero se omitió su traspaso al Plenario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la referencia al número de la norma es suficiente porque resulta 
indiscutible de qué ley se trata. Puede ser que para mejorar la redacción se incluya la fecha de las 
leyes, pero pienso que el número es más que suficiente. 


El artículo 61 fue modificado por una ley posterior, pero va de suyo que la referencia a dicho 
artículo es con la redacción que tiene porque está derogado o modificado. 


Hace unos días comenté al señor Senador Tajam que en el Diario Oficial aparecen 
modificaciones en un pie de imprenta. Más allá de que, obviamente, siempre hay que hacer las cosas 
lo mejor posible y estamos poniendo la lupa en esos detalles, me parece que esto no es tan grave. 


Salvo que haya otra moción diferente o de mayor alcance, propongo a la Comisión votar en 
bloque los artículos, menos el 13 y el 14. 


(Apoyados) 


-Si no se hace el uso de la palabra, se va a votar en bloque el articulado con excepción del 
13 y el 14. 


(Se vota:) 


-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 13. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-5 en 7. Afirmativa. 

En consideración el artículo 14. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-5 en 7. Afirmativa. 

Queda aprobado el proyecto de ley. 

SEÑOR MICHELINI.- Propongo que se nombre como Miembro Informante al señor Senador Tajam. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota:) 

-6 en 7. Afirmativa. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, suspendemos la sesión del próximo jueves e 
intentamos convocar a los señores Ministros para el jueves 5 de julio. 


Con respecto a la invitación cursada a propósito de la visita de parlamentarios de El Salvador, 
quiero aclarar que fue resuelta en la Comisión correspondiente de la Cámara de Representantes. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 24 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


